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RESUMEN
La evaluación participativa surge como una 
respuesta relevante ante los desafíos que en-
frenta América Latina y el Caribe en mate-
ria de calidad democrática, inclusión social 
y fortalecimiento institucional de las evalua-
ciones. Este artículo analiza la experiencia de 
EvalParticipativa, una comunidad de práctica 
y aprendizaje que, desde 2019, impulsa el for-
talecimiento de capacidades en evaluación con 
enfoque participativo en la región. A través de 
una estrategia pedagógica situada, la iniciativa 
vincula a actores diversos -organizaciones so-
ciales, técnicos gubernamentales, evaluadores 
emergentes y académicos- en procesos de for-

mación colaborativos y horizontales. Más allá 
de su aporte metodológico, EvalParticipativa 
propone una visión crítica sobre el papel de la 
evaluación como herramienta para el aprendi-
zaje colectivo, el diálogo social y la transfor-
mación democrática. El artículo examina sus 
principales aprendizajes, tensiones y proyec-
ciones, y reflexiona sobre las condiciones ne-
cesarias para avanzar hacia evaluaciones más 
inclusivas, rigurosas y sostenibles, que contri-
buyan al fortalecimiento del tejido democráti-
co y la participación ciudadana en contextos 
complejos.

*	 Trabajador Social por la Universidad Nacional de San Juan, Magister por el Institute of Social 
Studies de la Universidad de Rotterdam, Países Bajos, y Doctor en Ciencias Agropecuarias en la 
Universidad Nacional de Córdoba Correo electrónico: etapella@facso.unsj.edu.ar 

**	 Licenciada en Trabajo Social por la Universidad Nacional de San Juan y Doctora en Ciencias So-
ciales por la Universidad Nacional de San Juan y por la Universidad de Cádiz, España. Correo 
electrónico: vcastro@unsj-cuim.edu.ar 



96

Esteban Tapella y Vanesa Castro “Evaluación participativa y fortalecimiento de la 
democracia: Una estrategia para la inclusión y el protagonismo ciudadano”

Palabras clave: Evaluación Participativa, 
Fortalecimiento de Capacidades, Democracia, 
Gobernanza Inclusiva, Políticas Públicas.

ABSTRACT
Participatory evaluation has emerged as a re-
levant response to the challenges facing Latin 
America and the Caribbean in terms of demo-
cratic quality, social inclusion, and institutio-
nal strengthening of evaluations. This article 
analyses the experience of EvalParticipativa, 
a community of practice and learning that, 
since 2019, has been promoting capacity buil-
ding in participatory evaluation in the region. 
Through a situated pedagogical strategy, the 
initiative brings together diverse actors -social 
organizations, government technicians, emer-
ging evaluators, and academics- in collabora-
tive and horizontal training processes. Beyond 
its methodological contribution, EvalPartici-
pativa offers a critical view of the role of eva-
luation as a tool for collective learning, social 
dialogue, and democratic transformation. The 
article examines its main lessons, tensions and 
projections, and reflects on the conditions 
necessary to move towards more inclusive, 
rigorous and sustainable evaluations that con-
tribute to strengthening the democratic fabric 
and citizen participation in complex contexts.

Keywords: Participatory Evaluation, Capa-
city Building, Democracy, Inclusive Governance, 
Public Policy.

Introducción
La evaluación participativa ha cobrado im-
portancia en América Latina y el Caribe en 
el contexto de una doble transformación: por 
un lado, la expansión institucional y profesio-
nal del campo de la evaluación, y por otro, la 
revalorización de la participación ciudadana 
como principio y práctica en la construcción 
de políticas públicas más inclusivas. Esta con-
fluencia ha dado lugar a iniciativas que buscan 
fortalecer capacidades para que la evaluación 
deje de ser una práctica exclusivamente téc-

nica, dirigida por expertos externos, y pase a 
convertirse en una herramienta social, situada 
y políticamente relevante.

A nivel global, la Agenda 2030 ha contri-
buido a posicionar la evaluación como instru-
mento clave para la gobernanza democrática, 
promoviendo el monitoreo de políticas desde 
una perspectiva de derechos y sostenibilidad. 
Particularmente, el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible #16 ha subrayado la necesidad de 
construir instituciones eficaces, responsables 
e inclusivas, impulsando mecanismos de ren-
dición de cuentas que involucren activamen-
te a la ciudadanía. Sin embargo, en la región 
latinoamericana este impulso choca con per-
sistentes obstáculos estructurales: altos niveles 
de desigualdad, escasa institucionalización de 
prácticas participativas, y marcos normativos 
que aún privilegian modelos de gestión verti-
calistas y tecnocráticos.

En este escenario, el desafío no es menor. 
Pese a que el discurso participativo ha permea-
do muchos espacios del desarrollo y la gestión 
pública, ha sido limitada su traducción en 
prácticas concretas y sostenibles. Las evalua-
ciones participativas, cuando existen, suelen 
enfrentar restricciones metodológicas, escasa 
apropiación institucional, y dificultades para 
generar aprendizajes relevantes en contextos 
complejos. A esto se suma una tensión per-
sistente entre el rigor técnico exigido por los 
estándares evaluativos tradicionales y la in-
clusión sustantiva de actores sociales diversos. 
Esta tensión no es sólo técnica, sino también 
epistemológica y política, pues remite a inte-
rrogantes sobre quién produce el conocimien-
to, qué se considera evidencia válida, y quién 
toma decisiones a partir de ese conocimiento.

Frente a estas limitaciones, diversos actores 
de la región -desde universidades hasta redes 
de evaluación, organizaciones sociales y agen-
cias de cooperación- han impulsado experien-
cias orientadas a fortalecer capacidades para 
evaluar desde una perspectiva situada, parti-
cipativa y transformadora. Estas experiencias, 
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aunque heterogéneas, comparten un horizonte 
común: democratizar la evaluación, tanto en 
sus fines como en sus formas. En particular, la 
iniciativa EvalParticipativa se ha consolidado 
como una comunidad de práctica y aprendiza-
je que busca responder a esta necesidad desde 
un enfoque pedagógico crítico y colaborativo, 
construyendo un campo de saber y acción que 
pone en el centro la participación ciudadana 
como condición para la legitimidad, utilidad 
y pertinencia de la evaluación.

Esta propuesta se construye sobre ante-
cedentes previos y no busca presentar solu-
ciones generalizables o aplicables de manera 
universal. La misma se inscribe en una larga 
tradición latinoamericana de pensamiento y 
acción crítica -como la educación popular, la 
investigación-acción participativa y la siste-
matización de experiencias- que ha defendido 
históricamente el protagonismo de los sujetos 
en los procesos de conocimiento y transforma-
ción social. Al retomar estas influencias, Eval-
Participativa propone una estrategia de forta-
lecimiento de capacidades que reconoce tanto 
las desigualdades existentes como el potencial 
transformador que surge de los territorios y 
sus actores.

En este artículo de investigación, pre-
sentamos la experiencia de EvalParticipativa 
(https://evalparticipativa.net/), analizamos 
sus alcances y limitaciones, e invitamos a una 
reflexión más amplia sobre el lugar de la eva-
luación con participación social en los actuales 
debates sobre calidad democrática, justicia so-
cial y construcción de ciudadanía en América 
Latina y el Caribe. A partir del caso, exami-
namos cómo es posible construir condiciones 
institucionales y pedagógicas que permitan 
avanzar hacia una evaluación con sentido de-
mocrático, sin perder de vista los dilemas que 
plantea esta tarea ni las tensiones que atravie-
san el campo evaluativo regional.

1. Crecimiento e institucionalización 
del campo evaluativo
Durante las últimas tres décadas el campo de 
la evaluación ha atravesado un sostenido pro-
ceso de expansión, tanto en el plano teórico 
como en términos de su consolidación insti-
tucional y profesional (Patton, 2018; OCDE, 
2020). Esta evolución se ha manifestado en 
el crecimiento de asociaciones profesionales, 
la incorporación de marcos normativos, y la 
integración progresiva de la evaluación en los 
sistemas de gestión pública. El análisis de polí-
ticas públicas, entendido como una disciplina 
de las ciencias sociales que emplea múltiples 
métodos en contextos argumentativos con 
el propósito de generar, comunicar y valorar 
conocimiento relevante (Dunn, 1994), ha in-
corporado de manera cada vez más estructural 
a la investigación evaluativa como una de sus 
principales vertientes. El análisis evaluativo 
aporta herramientas conceptuales y metodoló-
gicas para establecer el mérito o el valor de las 
distintas opciones de acción pública, tanto re-
trospectiva como prospectivamente (Cardozo 
Brum, 2013). En esta misma línea, se destaca 
el creciente interés por una comprensión pro-
funda de los procesos generados por distintas 
intervenciones, trascendiendo el tradicional 
énfasis en los resultados (Weiss, 1998). 

Desde un enfoque ampliado, la investiga-
ción evaluativa ha sido reconocida como un 
espacio legítimo de producción de conoci-
miento social, en tanto las intervenciones pú-
blicas se sostienen en supuestos -a menudo 
implícitos- sobre dinámicas sociales, actores, 
contextos y trayectorias institucionales. Este 
carácter epistémicamente denso de la evalua-
ción ha sido analizado por Scriven (2011), y 
más recientemente por Stockmann y Meyer 
(2016), quienes destacan su doble naturaleza: 
como campo científico con métodos y tradi-
ciones propias, y como instrumento aplicado 
orientado a la mejora continua de políticas, 
programas y proyectos.
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Desde mediados del siglo XX y con ma-
yor intensidad en el siglo XXI, la evaluación 
ha adquirido un lugar más visible en la agenda 
de gobiernos, organismos internacionales y so-
ciedad civil. Esta apuesta representa un desafío 
no solo operativo sino también conceptual, en 
tanto demanda un análisis crítico que permi-
ta diferenciar entre formas de evaluación que 
refuerzan lógicas tecnocráticas y aquellas que 
abren el campo hacia horizontes más demo-
cráticos, participativos y emancipadores (Ya-
ñes Rizo, 2021). 

El auge global de la evaluación se refleja, 
entre otros aspectos, en la creciente produc-
ción bibliográfica, en el establecimiento de 
políticas nacionales de evaluación en varios 
países y la emergencia de una arquitectura 
institucional que incluye redes y asociaciones 
que promueven su profesionalización progre-
siva. Este proceso ha estado marcado por la 
búsqueda de estándares, criterios de calidad 
y marcos normativos que legitimen la evalua-
ción como función sustantiva de la gestión pú-
blica (Rodríguez-Bilella, 2017). No obstante, 
es importante precisar que este desarrollo ha 
sido desigual según regiones y sectores, y que 
persisten debates sobre los enfoques predomi-
nantes y la profesionalización del campo (Pe-
roni y Rodríguez-Bilella, 2021).

Un hito relevante en este recorrido fue la 
designación del año 2015 como el Año In-
ternacional de la Evaluación por parte de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 
2015). Esta proclamación no solo sirvió para 
visibilizar la importancia de la evaluación en 
la mejora de la gestión pública, sino también 
para articular el interés de diversos actores 
sobre el tema, incluyendo gobiernos, organis-
mos multilaterales, organizaciones no guber-
namentales, la academia y las Organizaciones 
Voluntarias para la Evaluación Profesional 
(VOPEs) (IOCE y EvalPartners, 2016). Todos 
ellos comparten un objetivo común: fortale-
cer la evaluación como herramienta de apren-

dizaje, mejora y rendición de cuentas en las 
intervenciones públicas (Rodríguez-Bilella y 
Lucero-Manzano, 2017).

En América Latina, la evaluación ha segui-
do una trayectoria singular. Su desarrollo ha 
estado fuertemente condicionado por mode-
los de gestión impulsados desde la reforma del 
Estado, particularmente a partir del auge del 
enfoque del New Public Management (Pérez 
Yarahuán y Maldonado Trujillo, 2015). Este 
paradigma, asociado a la racionalidad neolibe-
ral, promovió sistemas de evaluación centra-
dos en la eficiencia, la eficacia y la rendición 
de cuentas, con un énfasis predominante en 
el uso de métodos cuantitativos y la medición 
de impacto (Cullen et al., 2011). Esta orien-
tación ha generado importantes avances en 
términos de cobertura e institucionalización, 
pero también ha sido objeto de críticas por su 
tendencia a simplificar procesos complejos y 
descontextualizar los resultados. La racionali-
dad tecnocrática que da fundamento a estos 
modelos suele presentar la evaluación como 
un procedimiento neutral, objetivo y apolíti-
co. Esta concepción refuerza la imagen de la 
evaluación como una práctica meramente ins-
trumental, guiada por métricas estandarizadas 
y dirigida desde el centro hacia los márgenes. 
Sin embargo, esta perspectiva ha sido amplia-
mente cuestionada por enfoques que resal-
tan el carácter inherentemente político de la 
evaluación.

Como contrapunto de estas tendencias 
hegemónicas, vale destacar la perspectiva de 
Dahler-Larsen (2012), quien propone una 
visión alternativa al considerar la evaluación 
como una práctica social y culturalmente si-
tuada. Desde esta óptica, los métodos, crite-
rios y usos de la evaluación son productos de 
contextos históricos y relaciones de poder, y 
por tanto deben analizarse desde una perspec-
tiva crítica. El reconocimiento de la pluralidad 
de intereses y saberes en juego permite repen-
sar la evaluación como un proceso deliberati-
vo, en el cual diversos actores –frecuentemente 
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en posiciones asimétricas– disputan significa-
dos, propósitos y valoraciones. Como veremos 
al analizar la experiencia de EvalParticipativa 
más adelante, son justamente estos supuestos 
los que dan forma y sustento a esta iniciativa. 
Y es que uno de los grandes desafíos contem-
poráneos para el campo de la evaluación con-
siste en superar el estrechamiento tecnocrático 
de su función, para posicionarse como una 
herramienta al servicio de la democratización 
y la justicia social. Como sostiene Jannuzzi 
(2020), los valores públicos, restaurados tras 
procesos de democratización y reconocimien-
to de derechos, deben orientar los fines de la 
evaluación. Solo desde un compromiso con 
estos principios, la evaluación puede contri-
buir a construir sociedades más justas, inclu-
sivas y participativas.

Este enfoque implica no sólo un cambio 
metodológico, sino también epistemológico y 
político. Diversos autores han señalado que vi-
sibilizar la dimensión política de la evaluación 
permite reconocer su potencial para fortalecer 
procesos democráticos (Cardozo Brum y Ro-
sas Huerta, 2021; Fetterman y Wandersman, 
2018; Kusters et al (2011); Rodríguez-Cam-
pos, 2018; Zukoski y Bosserman, 2018). En 
efecto, cuando se concibe como un instru-
mento para facilitar el ejercicio de derechos 
ciudadanos, en particular de los sectores his-
tóricamente excluidos, la evaluación adquiere 
una potencia transformadora que excede su 
función técnica.

2. Evaluación, Participación y 
Protagonismo de la Sociedad Civil
El crecimiento de la evaluación como discipli-
na es acompañado de una nueva exigencia: un 
mayor protagonismo de la sociedad civil en 
los procesos evaluativos. Este impulso busca 
asegurar que las evaluaciones respondan efec-
tivamente a las necesidades de los usuarios, 
cumplan con estándares de calidad, se funda-
menten en evidencia rigurosa, mantengan cre-
dibilidad y sean operativas para la formulación 

y gestión de políticas públicas (Griggs et al., 
2017; Patton, 2010, 2017). Dicha dimensión 
participativa se refleja sistemáticamente en 
la literatura evaluativa mediante expresiones 
como “protagonismo de los actores”, “pers-
pectiva de los actores” y “participación ciuda-
dana” (Jacob y Ouvrard, 2009; Tapella et al., 
2021), conceptos que subrayan una lectura 
articulada entre calidad técnica y legitimidad 
democrática.

Una de las transformaciones más des-
tacadas en las últimas décadas ha sido la in-
troducción de enfoques participativos, con-
textualizados y culturalmente sensibles. Estas 
transformaciones surgen de la crítica a los 
modelos evaluativos tradicionales, dominados 
por métodos cuantitativos e indicadores estan-
darizados, los que -en general- evidencian 
limitada capacidad para capturar la compleji-
dad y riqueza de las experiencias comunitarias 
y sociales. Estas limitaciones han fomentado 
notables resistencias por parte de actores loca-
les, quienes perciben que sus perspectivas que-
dan invisibilizadas. Frente a ello, han surgido 
propuestas que privilegian el conocimiento 
situado (Haraway, 1995) y los saberes comu-
nitarios, particularmente en relación con pue-
blos originarios (Kushner y Rotondo, 2012), 
campesinos (Romero Sarduy et al., 2017), 
adultos mayores (Huenchuan y Paredes, 
2007), comunidades en riesgo (Letichevsky 
y Penna Firme, 2012) y movimientos socia-
les (Cardozo Brum, 2008). Estos enfoques, al 
centrarse en la experiencia vivida y el contexto 
local, facilitan hallazgos más pertinentes y le-
gítimos, contribuyendo a prácticas evaluativas 
horizontales y colaborativas. Oponiéndose a la 
tradición evaluativa verticalista y tecnocráti-
ca, los enfoques participativos proponen una 
construcción de conocimiento a través del diá-
logo y la co-responsabilidad. La evaluación ya 
no es una operación técnica ejecutada por ex-
pertos externos, sino una práctica social com-
partida con actores relevantes, que participan 
activamente en cada etapa del proceso.
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La adopción de los ODS en el marco de 
la Agenda 2030 consolidó la noción de par-
ticipación ciudadana como eje estructurante 
del monitoreo y evaluación global (Bamberger 
et al., 2016; van den Berg et al., 2017). Así, 
una nueva agenda evaluativa debe priorizar la 
inclusión, la transparencia y la coproducción 
de conocimiento, promoviendo mecanismos 
evaluativos que obligan a la participación acti-
va de la sociedad civil. Este énfasis reconoce la 
contribución de la ciudadanía para garantizar 
que las políticas respondan a los problemas 
reales de las poblaciones, especialmente aque-
llas más vulnerables. Los ODS y la Agenda 
2030 han operado como catalizadores de la 
democratización de la evaluación, impulsando 
prácticas que, además de analizar resultados, 
buscan fomentar la rendición de cuentas, ge-
nerar aprendizaje colectivo y legitimar los pro-
cesos de intervención pública.

El objetivo último de la evaluación de-
bería trascender la verificación de resultados 
para situarse en la mejora social, es decir, en la 
transformación efectiva de la calidad de vida 
de los beneficiarios (Rodríguez Bilella y Tape-
lla, 2017). Este propósito se concreta a través 
del impulso de proyectos y políticas orientadas 
a la justicia social y mediante la promoción de 
un debate público informado sobre los be-
neficios y costos distribuidos socialmente. 
Dentro de este marco, los enfoques que pro-
mueven la participación activa de la sociedad 
civil adquieren relevancia, ya que re-significan 
la evaluación como un mecanismo que reco-
noce la experiencia de los actores locales y va-
loran su capacidad para atribuir efectos a las 
intervenciones. Este giro vincula evaluación, 
aprendizaje social y justicia, ofreciendo prác-
ticas evaluativas que son tanto técnicas como 
profundamente políticas.

La relación entre evaluación y participa-
ción se puede rastrear en la producción aca-
démica desde los años sesenta, en los debates 
contra el positivismo científico en las ciencias 
sociales (Plottu y Plottu, 2011). Este vínculo 

ganó impulso en la década de los noventa, en 
un contexto global dedicado al desarrollo hu-
mano (Daigneault, 2011; King et al., 2007; 
Ryan et al., 1998). De ese proceso surgieron 
variantes evaluativas centradas en la parti-
cipación: evaluación para el empoderamiento 
(Fetterman y Wandersman, 2018), evaluación 
transformativa (Mertens, 2009), evaluación de-
liberativa democrática (House y Howe, 2000) 
y enfoque colaborativo en evaluación (Cousins 
y Chouinard, 2012). Estos enfoques subrayan 
cómo la dimensión participativa se ha conver-
tido en un aspecto central, vigente e ineludible 
de la práctica evaluativa. 

Una corriente particularmente relevante 
es la perspectiva democratizadora de la eva-
luación (Dahler-Larsen, 2012; Everitt y Har-
diker, 1996; Greene, 2006; House y Howe, 
2000; Podems, 2017) que concibe la práctica 
evaluativa como una forma de intervención en 
la esfera pública. Greene (2015) identifica tres 
dimensiones fundamentales: (1) quiénes parti-
cipan del proceso evaluativo, determinando si 
se convierten en espacios de inclusión o exclu-
sión política; (2) qué asuntos son considerados 
centrales en la evaluación; y (3) qué relaciones 
sociales se producen entre evaluadores y partes 
interesadas. Estas dimensiones permiten dis-
tinguir dos vertientes principales en la parti-
cipación evaluativa (Espinosa-Fajardo et al., 
2022): una orientación práctica, prevalente en 
el mundo anglosajón, que promueve la par-
ticipación de las partes interesadas con fines 
pragmáticos de mejora del uso de resultados 
(Cousins et al., 2013); y una orientación trans-
formadora, con fuerte presencia en América 
Latina, India y África, que acentúa los compo-
nentes de emancipación, empoderamiento y 
justicia social (Rodríguez-Bilella et al., 2021). 
En esta segunda línea, las partes interesadas no 
son consideradas meros informantes, sino su-
jetos activos que, con el acompañamiento de 
un equipo facilitador, participan en la defini-
ción de las preguntas y objetivos de la evalua-
ción, el diseño metodológico, la recolección y 
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análisis de datos, la interpretación de resulta-
dos y el seguimiento de las recomendaciones.

En América Latina, este enfoque transfor-
mador ha encontrado un terreno fértil debido 
a una rica tradición de acción colectiva orien-
tada a la transformación social, desde donde se 
ha promovido una evaluación sensible al con-
texto, con fuerte anclaje participativo y políti-
co. Este enfoque ha sido influido por tres tra-
diciones de indagación-acción profundamente 
desarrolladas en la región: (1) la educación 
popular (Freire, 1972); (2) la investigación-ac-
ción participativa (Fals Borda, 2009); y (3) la 
sistematización de experiencias (Tapella y Ro-
driguez-Bilella, 2014). A ello se suma un reno-
vado interés en las últimas décadas por integrar 
las perspectivas de derechos humanos, género 
e interculturalidad en las prácticas evaluativas 
(Faúndez Meléndez y Weinstein, 2013). Aun-
que con matices distintos, todas estas corrien-
tes convergen en la importancia del diálogo y la 
participación como herramientas para enfren-
tar las desigualdades estructurales e injusticias 
que suelen permanecer ocultas en los esquemas 
evaluativos tradicionales. Además, aportan un 
rol claramente facilitador al equipo evaluador, 
quien no se erige como autoridad experta, sino 
como promotor de procesos colectivos de in-
dagación y transformación.

Históricamente, la evaluación ha sido 
concebida por los actores institucionales -par-
ticularmente los financiadores y responsables 
políticos- desde un enfoque de control, trans-
parencia y rendición de cuentas (Cullen et al., 
2011; Scriven, 2011). Esta visión ha reforzado 
la imagen del evaluador como un experto que, 
siguiendo las reglas de la ciencia, tiene la capa-
cidad de validar lo que funciona o no, y de ge-
nerar recomendaciones útiles y aplicables. Esta 
imagen del evaluador como experto es anali-
zada por Silva Ferretti (2024), quien refiere 
al evaluador/a como una persona asumiendo 
una posición de autoridad profesional. Ella 
afirma que el sistema empuja a ajustarse a un 
estereotipo de evaluación en el cual se espera 

como evidente y conveniente que, en algún 
momento, la persona evaluadora se arrogue la 
capacidad de modificar, validar y proporcionar 
las recomendaciones y soluciones adecuadas 
para mejor una programa o política. Este mo-
delo, sin embargo, ha sido interpelado en los 
últimos años por múltiples experiencias que 
promueven formas alternativas de evaluación, 
destacando su valor como proceso formativo, 
orientado al aprendizaje continuo, la delibera-
ción colectiva y el fortalecimiento de capaci-
dades locales.

Pese a su riqueza conceptual y práctica, la 
tradición latinoamericana de evaluación ha 
ocupado un lugar periférico en los debates 
teóricos globales (Pérez Yarahuán y Maldo-
nado Trujillo, 2015). Si bien existe recono-
cimiento internacional hacia algunas de sus 
experiencias innovadoras, la articulación entre 
evaluación social y política -especialmente en 
lo referido a inclusión, justicia y democrati-
zación- aún no ocupa un lugar central en las 
principales corrientes académicas (Neirotti et 
al., 2019). Esta situación plantea un desafío 
pendiente: visibilizar y sistematizar estas prác-
ticas desde un enfoque crítico y emancipador 
que reconozca las contribuciones de la región 
al pensamiento evaluativo global.

3. Evaluación Participativa 
en América Latina: Desafíos 
para su institucionalización 
entre narrativas y prácticas
A pesar de la proliferación del discurso sobre 
la participación como componente esencial de 
las evaluaciones contemporáneas, lo cierto es 
que su implementación efectiva ha enfrentado 
una serie de obstáculos estructurales, técnicos 
y políticos que han limitado su consolidación. 
Si bien el lenguaje sobre lo ‘participativo’ ha 
sido adoptado por actores estatales, organis-
mos multilaterales y comunidades académicas, 
el término presenta ambigüedades y contra-
dicciones (Guijt, 2014). En muchos casos, ha 
primado una apropiación retórica de los prin-



102

Esteban Tapella y Vanesa Castro “Evaluación participativa y fortalecimiento de la 
democracia: Una estrategia para la inclusión y el protagonismo ciudadano”

cipios participativos sin que se traduzca en una 
transformación real de las prácticas evaluativas 
ni en una redistribución significativa del poder 
en los procesos de toma de decisiones (Cham-
bers, 2003).

La ambigüedad y contradicciones entre el 
discurso y la práctica se manifiesta en una par-
ticipación meramente consultiva, donde los 
actores sociales son convocados para opinar, 
pero no incidir. En numerosas ocasiones, las 
evaluaciones que se presentan como participa-
tivas no han reconocido debidamente el valor 
de los conocimientos y experiencias de las co-
munidades involucradas, ni han generado es-
pacios o herramientas adecuadas que faciliten 
su involucramiento activo en las distintas fases 
del proceso (Cousins et al., 2013; Cousins y 
Whitmore, 2024). La participación, en estos 
casos, opera como una etiqueta legitimadora 
que encubre prácticas convencionales, dejan-
do intacta la lógica verticalista de producción 
de conocimiento.

En este escenario, la noción de parti-
cipación se vuelve problemática: puede ser 
manipulada como un recurso simbólico sin 
comprometer los marcos institucionales o 
metodológicos dominantes. Como advierte 
Chambers (2003), promover una evaluación 
participativa supone asumirla como una prác-
tica orientada a la redistribución del poder, lo 
que implica reconocer los conflictos, negociar 
intereses y facilitar procesos de transformación 
institucional. Lejos de esta visión, muchas 
evaluaciones en América Latina han replicado 
esquemas tecnocráticos bajo una fachada par-
ticipativa, dejando intacta la estructura deci-
sional de las instituciones ejecutoras.

Más aún, la debilidad teórica y metodo-
lógica en la implementación de enfoques par-
ticipativos ha sido notoria. La falta de instru-
mentos adaptados a contextos locales, la escasa 
formación de equipos evaluadores en dinámi-
cas participativas, y la ausencia de protocolos 
que garanticen el involucramiento signifi-
cativo de actores diversos han contribuido a 

reproducir evaluaciones con baja apropiación 
social, poco uso de resultados y nulo impacto 
en la cultura política de los territorios (Tapella 
y Sanz, 2019).

En América Latina, la etiqueta ‘evaluación 
participativa’ ha sido empleada para denomi-
nar aquellas experiencias en las que actores no 
evaluadores -particularmente gestores locales y 
poblaciones beneficiarias- se involucran acti-
vamente en el desarrollo de la evaluación. No 
obstante, muchas de estas experiencias han 
surgido en contextos donde la participación 
no formó parte del diseño ni de la implemen-
tación de las políticas evaluadas, lo que plan-
tea desafíos particulares. En estos escenarios, la 
evaluación participativa no sólo intenta incidir 
sobre una política determinada, sino que tam-
bién funciona como una estrategia compensa-
toria que busca generar espacios de interlocu-
ción donde antes no existieron.

Esta tensión revela la dimensión políti-
ca de la evaluación participativa: su práctica 
se da en contextos institucionales que, en su 
mayoría, no fueron concebidos de forma par-
ticipativa. Por ello, promover evaluaciones con 
protagonismo social en tales marcos requiere 
no sólo de voluntad técnica, sino también de 
apertura institucional, flexibilidad metodoló-
gica y capacidad para negociar nuevas reglas 
del juego. La aspiración de convertir la evalua-
ción en una práctica endógena -esto es, asumi-
da y gestionada por los propios actores institu-
cionales responsables de las intervenciones- se 
ha visto debilitada por lógicas de evaluación 
impuestas desde agencias externas, con escasa 
articulación con los contextos sociopolíticos 
locales.

Asimismo, la evaluación participativa ofre-
ce la posibilidad de resignificar la noción de 
rendición de cuentas (accountability). Mien-
tras que los enfoques tecnocráticos han enfa-
tizado un accountability orientado al control, 
centrado en la eficiencia y en la justificación 
ante entes financiadores, la evaluación parti-
cipativa introduce una dimensión orientada 
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al aprendizaje y la deliberación pública. En 
este marco, la generación colectiva de datos se 
convierte en un proceso político en sí mismo: 
no solo legitima los hallazgos, sino que activa 
la ciudadanía, fomenta el debate democrático 
y construye confianza entre actores (Cardozo 
Brum y Rosas Huerta, 2021). Esta modalidad 
de evaluación promueve también la negocia-
ción entre partes interesadas, lo cual implica 
lidiar con conflictos de intereses, gestionar asi-
metrías de poder y construir acuerdos situados 
para cada ejercicio evaluativo. Lejos de ideali-
zar la participación, lo que se evidencia aquí es 
su carácter complejo, conflictivo y profunda-
mente político.

En las últimas décadas, los estudios y 
prácticas evaluativas en América Latina han 
mostrado un notable crecimiento, con impor-
tantes desarrollos en institucionalidad, marcos 
normativos y producción de conocimiento 
(Ghiano, 2021; Neirotti, 2019). Sin embar-
go, la evaluación participativa no ha ocupado 
un lugar explícito y estructurado dentro de esa 
expansión. Si bien muchas evaluaciones in-
corporaron algunos elementos participativos, 
pocas fueron diseñadas deliberadamente desde 
una lógica centrada en el protagonismo de ac-
tores sociales. Esta situación se explica, en par-
te, por la escasez de espacios académicos, téc-
nicos y asociativos dedicados específicamente 
a la reflexión crítica y situada sobre evaluación 
participativa. En consecuencia, la región ha 
tenido una limitada presencia en los debates 
internacionales sobre el tema y una baja ca-
pacidad para generar aprendizajes colectivos a 
partir de sus propias experiencias.

Desarrollos teóricos como los de Cousins 
et al. (2013 y 2024), Eggens y Chavez-Tafur 
(2019) o Shulha et al. (2015) han aportado 
marcos conceptuales y metodológicos valiosos 
para pensar la participación en la evaluación. 
Sin embargo, estos marcos rara vez han sido 
apropiados, discutidos o adaptados desde las 
prácticas concretas de América Latina. Así, se 
produjo una disociación entre las contribu-

ciones normativas globales y las prácticas eva-
luativas locales, con escasa articulación entre 
ambos planos. Iniciativas como los Estándares 
de Evaluación para América Latina y el Caribe 
(Ghiano, 2021; Rodríguez-Bilella et al., 2016) 
lograron generar un marco regional valioso, 
pero no resolvieron la brecha existente entre 
principios normativos y experiencias prácticas 
de evaluación participativa.

En respuesta a este vacío, y como un in-
tento por generar articulación entre teoría, 
práctica y formación en evaluación participa-
tiva, en 2019 se desarrolló el Primer Encuen-
tro de Experiencias de Evaluación Participati-
va de América Latina y el Caribe. Este evento 
constituyó un punto de inflexión en la región, 
al reunir a actores de distintas procedencias 
con experiencia concreta en procesos evalua-
tivos participativos. El objetivo no fue sola-
mente compartir aprendizajes, sino construir 
colectivamente un marco referencial situado, 
que permitiera conceptualizar la evaluación 
participativa desde y para América Latina. De 
esta instancia surgieron siete principios bási-
cos que caracterizan este tipo de evaluación en 
la región (Tapella et al., 2021), entre los que se 
destacan la incorporación activa y consciente 
de los actores relevantes como sujetos de de-
recho; el reconocimiento del saber local como 
conocimiento válido; la colaboración entre 
instituciones y comunidades para diseñar y 
analizar la evaluación; y el uso de materiales 
didácticos que faciliten la apropiación del 
proceso. Estos principios también enfatizan 
la importancia de reforzar capacidades locales, 
promover apropiación social de los resultados, 
y reconfigurar el rol del evaluador como facili-
tador más que como experto externo (Espino-
sa-Fajardo et al., 2022).

La construcción colectiva de estos princi-
pios fue posible gracias a la participación de 
actores que habían estado involucrados en 
experiencias concretas de evaluación partici-
pativa en sus territorios. Por ello, estos linea-
mientos no surgieron como una imposición 
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teórica, sino como una síntesis situada de 
prácticas diversas, adaptadas a contextos es-
pecíficos. En este sentido, se convirtieron no 
sólo en criterios de acción, sino también en 
fundamentos que sustentan los procesos de 
formación, investigación y colaboración im-
pulsados por EvalParticipativa, la comunidad 
de práctica y aprendizaje que se presentará en 
la siguiente sección como una respuesta arti-
culada a estos desafíos.

Así, el recorrido de la evaluación participa-
tiva en América Latina ha estado marcado por 
una tensión persistente entre el discurso y la 
práctica, entre la intención por democratizar 
las sociedades y las condiciones estructurales 
que lo dificultan. Las limitaciones señaladas 
no deslegitiman el enfoque participativo, sino 
que evidencian la necesidad urgente de estra-
tegias más robustas de fortalecimiento de ca-
pacidades, espacios de articulación regional y 
marcos conceptuales adaptados a las realidades 
de América Latina. EvalParticipativa emerge 
en este contexto como una iniciativa estratégi-
ca para consolidar un campo que, hasta ahora, 
ha estado más nutrido de buenas intenciones 
que de herramientas prácticas y sostenibles.

4. EvalParticipativa: Comunidad 
de Práctica y Aprendizaje 
en Construcción 
EvalParticipativa surge en el contexto previa-
mente descrito, marcado por una narrativa 
participativa que no siempre se tradujo en 
prácticas efectivas ni en condiciones habili-
tantes para el involucramiento significativo de 
actores sociales en la evaluación. Esta iniciati-
va fue impulsada por el Programa de Estudios 
del Trabajo, el Ambiente y la Sociedad (PE-
TAS) de la Universidad Nacional de San Juan 
(Argentina) junto con el Instituto Alemán de 
Evaluación para la Cooperación al Desarrollo 
(DEval), con el propósito de dar respuesta una 
pregunta tan urgente como compleja: ¿cómo 
promover procesos evaluativos que aseguren 
la participación sustantiva de diversos actores 

sociales sin comprometer la calidad técnica 
y el rigor metodológico de las evaluaciones? 
Responder este interrogante implicaba no 
sólo revisar las condiciones estructurales que 
favorecen o limitan la participación social en 
la evaluación de programas e intervenciones 
públicas, sino también identificar mecanismos 
efectivos que permitieran su implementación 
real. Esta búsqueda exigía trascender el plano 
normativo para nutrirse de experiencias con-
cretas que ofrecieran aprendizajes relevantes 
sobre lo que hace posible -y sostenible- una 
evaluación participativa con sentido demo-
crático. Asimismo, supuso explorar de qué 
manera los enfoques colaborativos y horizon-
tales podían aportar valor -epistémico, ético y 
práctico- a modelos de evaluación tradiciona-
les aún dominados por lógicas tecnocráticas 
(Rodríguez-Bilella y Tapella, 2017).

Fruto de estas inquietudes, EvalParticipa-
tiva se constituyó con tres objetivos centrales: 
(1) consolidar una comunidad de práctica y 
aprendizaje dinámica, plural y descentraliza-
da en torno a la evaluación participativa en 
la región; (2) promover la multiplicación e 
institucionalización de este enfoque mediante 
el desarrollo de recursos escritos, audiovisua-
les y herramientas aplicadas que sistematicen 
lecciones aprendidas; y (3) impulsar procesos 
de formación continua a través de cursos, se-
minarios, foros y espacios de certificación, 
dirigidos a actores del sector público, organi-
zaciones de la sociedad civil, agencias de coo-
peración y universidades.

El surgimiento de EvalParticipativa res-
pondió a una necesidad evidente: la falta de 
articulación entre experiencias dispersas de 
evaluación participativa en América Latina, 
muchas de las cuales se desarrollaban de mane-
ra aislada, sin visibilidad ni retroalimentación 
sistemática. En este sentido, la comunidad se 
propuso como un espacio de encuentro y cons-
trucción colectiva del conocimiento, orienta-
do tanto al intercambio horizontal como a la 
generación de nuevas herramientas y saberes 
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que respondieran a los desafíos particulares de 
la región. A diferencia de un programa de for-
mación convencional, EvalParticipativa apos-
tó por un modelo de comunidad entre pares, 
donde el diálogo entre la teoría y la práctica 
fuera el motor del aprendizaje, y donde el co-
nocimiento se construyera a partir de la inte-
racción entre experiencias diversas. Desde su 
diseño inicial, EvalParticipativa promovió una 
comprensión del aprendizaje como proceso 
social y político. Por ello, incorporó múltiples 
formatos para fomentar la participación activa 
de quienes integran la comunidad: encuentros 
presenciales, ferias de herramientas, webina-
rios temáticos, producción colaborativa de 
publicaciones, guías y materiales didácticos. 
Estas instancias no sólo permitieron fortalecer 
capacidades técnicas, sino que contribuyeron 
a visibilizar y legitimar experiencias de evalua-
ción participativa desarrolladas en territorios 
y sectores históricamente subrepresentados en 
los circuitos académicos e institucionales. Así, 
el espacio se consolidó como un entorno de 
aprendizaje situado, donde la reflexión crítica 
y el apoyo mutuo se constituyeron como prác-
ticas centrales.

Bajo esta lógica, la comunidad funcionó 
también como una plataforma para la arti-
culación interinstitucional e interregional. A 
través del trabajo conjunto con redes de eva-
luadores, universidades, organismos públicos 
y organizaciones sociales, EvalParticipativa 
impulsó la conformación de alianzas estratégi-
cas que buscan posicionar la evaluación parti-
cipativa como un enfoque relevante y legítimo 
dentro de los marcos de evaluación de políti-
cas públicas en América Latina. Este impulso 
se acompaña de un esfuerzo sistemático por 
profesionalizar la práctica, sin renunciar a los 
principios de horizontalidad y co-construc-
ción del conocimiento que la inspiran.

En ese marco, EvalParticipativa se propu-
so también intervenir en la agenda pública, 
promoviendo condiciones estructurales que 
favorezcan el ejercicio ciudadano de la eva-

luación. Sus estrategia estuvo marcada por las 
siguientes prioridades: (a) generar y difundir 
conocimiento práctico desde las experiencias 
territoriales; (b) brindar acompañamiento téc-
nico a intervenciones que adopten enfoques 
participativos; (c) fortalecer competencias en 
sectores estratégicos para la implementación 
de evaluaciones participativas; (d) intercam-
biar experiencias y buenas prácticas a través 
de espacios de sistematización; (e) consolidar 
alianzas entre actores diversos; y (f ) fomen-
tar la institucionalización progresiva de estos 
enfoques en las prácticas de evaluación públi-
ca. Así mismo, EvalParticipativa se propuso 
no solo facilitar procesos, sino incidir en las 
condiciones necesarias para que la evaluación 
participativa sea reconocida como una prácti-
ca legítima y necesaria en la región, con capa-
cidad para contribuir al fortalecimiento de las 
democracias latinoamericanas.

Esta comprensión de la evaluación partici-
pativa como ejercicio político y ciudadano fue 
expresada de manera explícita en la definición 
construida colectivamente durante el Primer 
Encuentro de Experiencias de Evaluación Par-
ticipativa de América Latina y el Caribe (Ecua-
dor, 2019). Allí se definió que, en el contexto 
latinoamericano, la evaluación participativa 
es aquella en la que las partes implicadas no 
evaluadoras -tales como gestores locales, acto-
res comunitarios y población destinataria- se 
involucran de manera significativa en el desa-
rrollo de la evaluación. Este involucramiento 
no se limita a momentos puntuales, sino que 
atraviesa todo el proceso, desde el diseño hasta 
el análisis e interpretación de resultados. A su 
vez, esta forma de participación adquiere un 
carácter político en tanto busca desarrollarse 
incluso en contextos institucionales donde la 
participación no estuvo presente desde el ini-
cio, proyectando la posibilidad de intervencio-
nes futuras más inclusivas y deliberativas.

Desde esta perspectiva, la evaluación par-
ticipativa no solo enriquece la rendición de 
cuentas, al facilitar la generación colectiva de 
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datos y la apertura de espacios deliberativos, 
sino que se configura como un ejercicio de ciu-
dadanía: una práctica que fortalece la transpa-
rencia, legitima la acción pública y promueve 
la apropiación social del conocimiento genera-
do. Tal como se afirma en el Manual Siembra 
y Cosecha (Tapella et al., 2021), donde se pu-
blica por primera vez esta definición regional, 
la evaluación participativa trasciende el análi-
sis técnico para convertirse en una herramien-
ta de democratización y transformación social. 
En síntesis, EvalParticipativa se presenta como 
una experiencia pionera y estratégica en Amé-
rica Latina, cuya particularidad radica no solo 
en el impulso teórico y metodológico de la 
evaluación participativa, sino en su capacidad 
para generar comunidad, acompañar procesos 
concretos y formar actores diversos en este 
campo. Como tal, ofrece un aporte singular al 
fortalecimiento de capacidades en evaluación 
participativa, aspecto que será abordado con 
mayor detalle en la siguiente sección.

5. EvalParticipativa y el 
fortalecimiento de capacidades 
en Evaluación
El fortalecimiento de capacidades para la eva-
luación participativa ha sido el eje central de 
esta iniciativa. Su modelo híbrido, que arti-
cula el aprendizaje horizontal con la reflexión 
situada sobre las prácticas evaluativas, ha per-
mitido afrontar uno de los desafíos más per-
sistentes del campo: cómo traducir el discurso 
participativo en acciones formativas concretas 
que fortalezcan capacidades y transformen 
el quehacer evaluativo. Desde sus inicios en 
2019, la iniciativa se propuso no sólo divul-
gar este enfoque, sino generar condiciones 
estructurales para su institucionalización. Así, 
EvalParticipativa fue concebida como un es-
pacio colectivo en el que convergen distintos 
perfiles (facilitadores/as, evaluadores/as, lide-
razgos comunitarios, técnicos/as de gobierno, 
investigadores/as y jóvenes profesionales) con 
el propósito común de profesionalizar la eva-

luación participativa y posicionarla como una 
herramienta legítima para democratizar las de-
cisiones públicas.

Lejos de ofrecer una propuesta formativa 
convencional, EvalParticipativa apostó por un 
modelo en el que la formación y la produc-
ción de conocimiento fueran procesos integra-
dos. La comunidad se articuló sobre la base 
de relaciones horizontales entre sus miembros, 
promoviendo el intercambio de experien-
cias, la sistematización de saberes locales, la 
elaboración colaborativa de metodologías y 
la co-creación de herramientas para facilitar 
procesos evaluativos inclusivos, rigurosos y 
pertinentes. Una de las claves del modelo fue 
el desarrollo de una plataforma web abierta, 
vinculada a redes sociales, que funcionó como 
núcleo articulador de la comunidad. Esta pla-
taforma cumple una doble función: por un 
lado, canaliza contenidos, herramientas y re-
cursos destinados a las personas interesadas en 
formarse en evaluación participativa; por otro, 
ofrece un entorno de colaboración entre ac-
tores diversos que comparten preocupaciones, 
reflexiones y experiencias. A fines de 2024, 
EvalParticipativa contaba con más de cuatro 
mil personas suscritas y más de ochocientas 
que han participado activamente en al menos 
una acción formativa.

La estrategia de formación se diseñó para 
responder a necesidades concretas de distintos 
grupos sociales e institucionales. Se realizaron 
talleres presenciales y cursos virtuales (sincró-
nicos y asincrónicos), foros temáticos, webi-
narios, capacitaciones especializadas y charlas 
introductorias. Estas acciones estuvieron diri-
gidas a un público diverso que incluyó respon-
sables de evaluación en programas públicos, 
integrantes de organizaciones sociales, jóvenes 
evaluadores/as emergentes, académicos/as y 
profesionales del tercer sector. Esta diversidad 
no fue concebida como un obstáculo, sino 
como un recurso: el diálogo entre experien-
cias y saberes posibilitó una comprensión más 
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profunda y contextualizada de la evaluación 
participativa como enfoque y como práctica.

En términos pedagógicos, la metodología 
de enseñanza-aprendizaje se basa en el enfoque 
del fortalecimiento de capacidades en servicio. 
Esto implica que en cada taller o formación 
se prioriza la aplicabilidad de los conocimien-
tos en los contextos reales de los participantes, 
promoviendo aprendizajes situados, relevantes 
y transferibles. El diseño formativo contempla 
distintos niveles de experiencia y conocimien-
to, adaptando los contenidos a las trayectorias 
previas, intereses y expectativas de cada gru-
po. Los contenidos se estructuran en cuatro 
grandes módulos que, si bien comparten un 
hilo conductor, se adaptaban a cada modali-
dad de formación. En un primer momento, 
se abordan los fundamentos conceptuales de 
la evaluación participativa, su historia, prin-
cipios e implicancias. El segundo módulo se 
centra en el diseño metodológico, haciendo 
énfasis en la construcción de matrices, indica-
dores y procesos participativos de recolección 
y análisis de datos. El tercer módulo proble-
matiza el rol del facilitador/a en procesos eva-
luativos participativos, reconociendo su papel 
como mediador/a del diálogo y constructor/a 
de confianza. Finalmente, el cuarto módulo se 
aboca al uso de herramientas específicas y a la 
reflexión crítica sobre su pertinencia, limita-
ciones y condiciones de aplicación.

A lo largo del proceso de formación, se tra-
baja con una serie de recursos pedagógicos de-
sarrollados por la comunidad, como el manual 
“Siembra y Cosecha”, la serie documental con 
casos de cinco países, cápsulas animadas en pi-
zarra blanca, videos testimoniales y una caja 
de herramientas descargables. Estos materia-
les no sólo facilitan los aprendizajes, sino que 
se constituyeron en productos de uso común 
para quienes buscan replicar o ampliar proce-
sos evaluativos participativos en sus territorios. 
La evaluación de las instancias formativas es 
un componente permanente de la estrategia. 
En cada actividad se aplican instrumentos 

para valorar la pertinencia de los contenidos, 
la eficacia de la metodología, la calidad de la 
facilitación y el grado de participación alcan-
zado. Estas evaluaciones ofrecen información 
valiosa para ajustar los dispositivos formativos, 
incorporar nuevas herramientas y mejorar la 
experiencia de los participantes. Las opiniones 
recopiladas reflejan una alta satisfacción gene-
ral, con énfasis en el carácter práctico de los 
contenidos, la relevancia de los casos analiza-
dos, la dinámica grupal y la calidad humana y 
técnica del equipo facilitador.

Más allá de estas valoraciones inmediatas, 
uno de los aprendizajes centrales ha sido reco-
nocer que el éxito de una evaluación participa-
tiva no depende exclusivamente de la apertura 
institucional al enfoque, sino también -y de 
forma determinante- de las capacidades efec-
tivas de las personas involucradas para condu-
cir procesos participativos con calidad técnica 
y sentido político. Esta constatación llevó a 
diferenciar entre dos dimensiones críticas: la 
oportunidad de participar y la capacidad para 
hacerlo. Mientras la primera alude a las condi-
ciones institucionales, políticas y presupuesta-
rias para habilitar la participación, la segunda 
remite a la existencia de conocimientos, ha-
bilidades y actitudes necesarias para llevarla a 
cabo. Ambas dimensiones son necesarias, pero 
su complementariedad no puede asumirse 
como automática. Por ello, el fortalecimiento 
de capacidades no es un componente acce-
sorio, sino estructural en cualquier estrategia 
que aspire a institucionalizar prácticas evalua-
tivas más democráticas y eficaces.

El diseño metodológico adoptado por 
EvalParticipativa es deliberadamente flexible 
y dialógico, permitiendo ajustar contenidos y 
dinámicas según el perfil del grupo, el tipo de 
intervención evaluativa y el tiempo disponi-
ble. Esta flexibilidad no implica renunciar al 
rigor, sino asumir que el aprendizaje es un pro-
ceso contextualizado que requiere atender las 
trayectorias y necesidades concretas de las per-
sonas. En esta línea, se prioriza la idea de que 
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los participantes fueran protagonistas activos 
de su formación, integrando sus experiencias 
previas al proceso, intercambiando saberes con 
sus pares y elaborando productos útiles para su 
práctica cotidiana.

Una noción que adquiere particular re-
levancia es la de facilitación. Se pone énfasis 
en que las personas encargadas de guiar los 
procesos formativos no actuaron como ex-
pertas transmisoras de contenidos, sino como 
mediadoras del aprendizaje. Su rol implica 
generar condiciones para el diálogo, estimu-
lar la reflexión crítica, acompañar las dudas e 
inseguridades de los participantes y promover 
el desarrollo de herramientas propias. Esta 
concepción es coherente con los principios 
de la evaluación participativa: horizontalidad, 
apertura, escucha activa y respeto por los sa-
beres locales.

Por otro lado, es importante destacar que 
EvalParticipativa también ha generado un en-
torno propicio para la construcción de alian-
zas institucionales. A través de convenios y 
colaboraciones con universidades, organismos 
internacionales, redes regionales y organiza-
ciones sociales, se logró expandir la propuesta 
a nuevos territorios y públicos. La estrategia 
de internacionalización -aunque inicialmente 
centrada en América Latina y el Caribe- per-
mitió incluir experiencias de Europa, África y 
Asia, enriqueciéndose con miradas y aprendi-
zajes de otros contextos. En particular, la arti-
culación con universidades españolas (como la 
Universidad de Sevilla, la Universidad de Bar-
celona y la Universidad Loyola) y con espacios 
internacionales de formación como el IPDET 
(Suiza) y la conferencia NEC del PNUD en 
Turín (2022) y Beijing (2024), dio lugar a 
nuevas líneas de acción y transferencia.

En la actualidad uno de los principales de-
safíos identificados por el equipo facilitador de 
EvalParticipativa es evaluar el impacto real de 
las formaciones en las prácticas profesionales 
e institucionales. Si bien se cuenta con datos 
alentadores sobre la satisfacción de los parti-

cipantes y la valoración positiva de los conte-
nidos, sigue pendiente el análisis sistemático e 
integral sobre la aplicabilidad de lo aprendido, 
la incidencia en procesos evaluativos reales y la 
capacidad de réplica. La distancia entre la for-
mación y la transformación institucional es un 
terreno aún en disputa, donde influyen múlti-
ples variables que exceden al diseño pedagógi-
co y la propia voluntad de un/a facilitador/a. 
En este sentido, se requiere fortalecer las es-
trategias de seguimiento, retroalimentación y 
sistematización de experiencias posteriores a la 
formación.

Otro aspecto que la experiencia ha puesto 
en evidencia es la necesidad de sostener una 
visión crítica sobre el papel del fortalecimiento 
de capacidades. En contextos donde la parti-
cipación se invoca más como principio que 
como práctica, la formación no debe limitarse 
a transmitir conocimientos, sino cuestionar 
relaciones de poder, visibilizar exclusiones y 
construir nuevas formas de colaboración. Esto 
exige revisar permanentemente las metodolo-
gías, interpelar las lógicas institucionales y ge-
nerar espacios de reflexión colectiva sobre las 
tensiones que atraviesan el campo de la evalua-
ción participativa.

A seis años de su creación, EvalPartici-
pativa se consolida como una experiencia 
innovadora en América Latina y el Caribe al 
posicionar la evaluación participativa como 
una práctica legítima, profesional y orientada 
a la transformación social. Más que una se-
cuencia de talleres o capacitaciones aisladas, 
la iniciativa ha logrado apostar a una comu-
nidad creciente que articula actores diversos, 
promueve el diálogo de saberes y fomenta la 
construcción colectiva de conocimiento. Su 
apuesta por una evaluación con enfoque parti-
cipativo busca contribuir a la democratización 
en el acceso al conocimiento, a sensibilizar a 
actores clave del ecosistema evaluativo y ge-
nerar condiciones para institucionalizar enfo-
ques más inclusivos y contextualizados. Lejos 
de concebir la evaluación como un ejercicio 
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técnico desvinculado de la realidad social, 
EvalParticipativa propone un modelo que la 
entiende como herramienta de diálogo, deli-
beración y justicia social. Pese a los desafíos, 
ha demostrado capacidad para crecer, adap-
tarse y generar aprendizajes valiosos, afirman-
do que la profesionalización de la evaluación 
participativa es posible cuando se trabaja con 
perspectiva situada, colaborativa y sostenible. 
Este recorrido no solo legitima su estrategia de 
fortalecimiento de capacidades, sino que tam-
bién prepara el terreno para nuevas etapas de 
expansión e institucionalización en el campo 
evaluativo regional.

6. EvalParticipativa: Aprendizajes 
y desafíos para una Evaluación 
democrática en la Región
Desde el 2019 EvalParticipativa ha intentado 
aportar, desde un lugar particular pero com-
prometido, a la ampliación del campo de la 
evaluación en América Latina y el Caribe. 
Lejos de presentarse como una respuesta de-
finitiva o como un modelo replicable sin me-
diaciones, esta experiencia ha buscado abrir 
interrogantes, promover diálogos y poner 
en cuestión ciertas prácticas consolidadas en 
torno a la evaluación como herramienta de 
gestión y control. Desde este enfoque, se re-
conoce que la evaluación puede y debe ser un 
espacio de reflexión colectiva, de disputa de 
sentidos y de ejercicio democrático.

En este recorrido, se ha puesto de relieve 
la necesidad de concebir la evaluación más 
allá de sus fronteras técnicas, como un pro-
ceso social y político que involucra decisiones 
sobre quién participa, qué se valora, cómo 
se produce el conocimiento y para qué fines. 
Lejos de ser un acto neutral, asumimos que 
toda evaluación define márgenes de inclusión 
y exclusión, reproduce o tensiona relaciones 
de poder, y se inscribe en contextos institu-
cionales, históricos y culturales marcados por 
profundas desigualdades. En una región como 
la nuestra, atravesada por crisis recurrentes, 

fragilidad democrática y desconfianza institu-
cional, esta perspectiva invita a asumir la eva-
luación no como una herramienta apolítica, 
sino como un terreno desde donde también se 
juega, en cierta medida, la calidad de nuestras 
democracias.

Desde EvalParticipativa se ha intentado 
explorar cómo los enfoques participativos 
pueden contribuir a democratizar los procesos 
evaluativos, sin desconocer las tensiones, resis-
tencias y limitaciones que esta tarea implica. 
Partimos del supuesto de que la inclusión ge-
nuina de actores diversos en la evaluación no 
solo mejora la calidad y la pertinencia de sus 
resultados, sino que también fortalece capaci-
dades ciudadanas, promueve la apropiación 
del conocimiento producido y genera aprendi-
zajes que pueden alimentar procesos de trans-
formación institucional.

Esta forma de entender la evaluación como 
proceso deliberativo y colaborativo permite, al 
menos en parte, desafiar ciertas concepciones 
tecnocráticas que han dominado el campo, y 
que tienden a excluir los saberes locales, las ex-
periencias situadas o las voces que se expresan 
fuera de los lenguajes estandarizados del de-
sarrollo. Al mismo tiempo, pone en cuestión 
una noción de calidad centrada únicamente 
en el rigor metodológico, proponiendo una 
visión más amplia que también incorpore cri-
terios de legitimidad social, utilidad política y 
justicia epistémica.

No se puede desconocer, sin embargo, que 
avanzar en esta dirección supone enfrentar de-
safíos importantes. En muchos contextos de 
nuestra región, las condiciones para una par-
ticipación efectiva y equitativa están lejos de 
ser las ideales. Persisten fuertes asimetrías de 
poder, resistencias institucionales al escrutinio 
público y marcos normativos poco sensibles a 
enfoques más abiertos e inclusivos. Además, el 
trabajo con comunidades históricamente ex-
cluidas exige habilidades específicas, tiempos 
adecuados, recursos suficientes y una disposi-
ción ética que no siempre está garantizada.
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Desde esa conciencia de las limitaciones, 
se reconoce que los logros alcanzados hasta 
ahora son parciales y hasta quizás frágiles, y 
que cualquier intento de institucionalizar una 
práctica de evaluación participativa debe par-
tir de un compromiso sostenido por parte de 
diversos actores: gobiernos, organizaciones de 
la sociedad civil, academia y organismos inter-
nacionales. No se trata de una receta ni de una 
solución mágica, sino de una apuesta política 
que requiere ser pensada y construida colecti-
vamente, con base en los contextos y necesida-
des concretas de cada territorio.

Uno de los aprendizajes más significati-
vos que deja el recorrido de EvalParticipativa 
es que la evaluación participativa fortalece el 
protagonismo de actores sociales que, habi-
tualmente, quedan al margen de los procesos 
de toma de decisiones. Cuando las comuni-
dades participan activamente en la evaluación 
de programas y políticas que las afectan, no 
solo se generan mejores diagnósticos, sino 
que también se construyen vínculos de con-
fianza, se amplía el sentido de pertenencia y se 
estimula una ciudadanía más activa y crítica. 
Estos efectos, aunque difíciles de medir en el 
corto plazo, parecen ser fundamentales para 
imaginar formas más inclusivas y sostenibles 
de gestión pública.

En este sentido, el esfuerzo por promover 
una evaluación participativa no puede des-
ligarse de un trabajo paralelo por construir 
marcos institucionales y normativos que ga-
ranticen condiciones mínimas para su realiza-
ción. Esto implica, entre otras cosas, generar 
espacios de formación específicos, fomentar 
una cultura organizacional orientada al apren-
dizaje y al diálogo, asegurar recursos técnicos 
y financieros, y establecer mecanismos de 
seguimiento y evaluación de las propias eva-
luaciones. Lejos de implicar una burocratiza-
ción, estas medidas buscan dar sostenibilidad 
a prácticas que, de otro modo, corren el riesgo 
de diluirse o de quedar supeditadas a la volun-
tad de actores individuales.

Otro de los aportes que podría derivarse 
de esta experiencia es la necesidad de articular 
la evaluación participativa con agendas más 
amplias de justicia social y derechos humanos. 
La evaluación no debería quedar por fuera de 
los debates en torno a la equidad, la inclusión, 
el reconocimiento de las diversidades y la de-
fensa de los bienes comunes. En contextos de 
alta conflictividad y fragmentación, promover 
procesos evaluativos que integren múltiples 
perspectivas, que escuchen activamente a 
quienes suelen ser silenciados/as y que facili-
ten la rendición de cuentas desde abajo puede 
ser un paso significativo -aunque no suficien-
te- hacia la construcción de una democracia 
más sustantiva.

La evaluación participativa, entendida 
como práctica situada y dialógica, también in-
terpela el lugar de la academia y de los exper-
tos. No se trata de renunciar al conocimiento 
técnico y científico, sino de asumirlo con hu-
mildad, reconociendo sus límites y su condi-
ción históricamente situada. La articulación 
entre saberes expertos y saberes populares, 
entre datos cuantitativos y narrativas locales, 
entre modelos normativos y experiencias con-
cretas, puede abrir nuevas posibilidades para 
pensar y hacer evaluación de manera más per-
tinente, justa y transformadora.

En resumen, podríamos decir que la tra-
yectoria de EvalParticipativa deja abierta una 
agenda que excede con creces a su propio al-
cance. No se trata de clausurar una experiencia 
con un balance triunfalista, sino de contribuir 
-desde lo aprendido- a una ‘conversación’ re-
gional sobre qué evaluación necesitamos para 
fortalecer nuestras democracias, cómo garanti-
zar su sostenibilidad, y de qué manera articular 
capacidades técnicas, compromiso ético y vo-
luntad política para sostener procesos genui-
namente participativos. Si algo queda claro, es 
que la evaluación no es, ni debe ser, un fin en 
sí mismo. Su valor radica en lo que permite 
generar: conocimiento útil, decisiones mejor 
informadas, relaciones sociales más horizonta-
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les, espacios de deliberación colectiva y nuevas 
formas de entender y ejercer la ciudadanía. 

Asumir este horizonte exige un compro-
miso continuo, abierto a la crítica y dispuesto 
a revisar sus propias premisas. En tiempos de 
incertidumbre, polarización y desafíos estruc-
turales, sostener la apuesta por una evaluación 
democrática -participativa, situada, crítica y 
ética- resulta estratégico en tanto camino ha-
cia la construcción de una región más justa, 
inclusiva y democrática.
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